Radicado No.: 2016  00019 01

Accionante: Mauricio Bedoya
Accionado: DOPAP y otros
Decisión: Confirma hecho superado

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Respuesta a la petición configura un hecho superado, independientemente que sea desfavorable al interesado
“(…) se hace evidente que al señor Bedoya las entidades accionadas le brindaron una respuesta a sus derechos de petición, explicándole todas ellas que en la actualidad no era posible brindarle lo pedido por él, toda vez que los procesos para entrega de ayuda a personas que debieron retornar de Venezuela por el problema binacional, ya fueron cerrados en especial lo que se refiera a los subsidios para arrendamiento.

(…) a pesar de que las respuestas dadas al peticionario no sean de su agrado con ellas se ha extinguido el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, puesto que el eje central de esta prerrogativa constitucional es que al ciudadano se le brinde una respuesta a sus peticiones (…)” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-361 de 2009 y T-727 de 2010.
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TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

	Radicación:                      
	66001-31-09-004-2016-00019-01

	Accionante:                      
	Mauricio Bedoya

	Accionado:
Proviene: 
	Alcaldía de Pereira y otros

Juzgado Cuarto Penal del Circuito local


ASUNTO

Resuelve la Sala la impugnación que promueve el señor MAURICIO BEDOYA, contra el fallo proferido el 29 de febrero de 2016, por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, en la acción de tutela  que interpusiera contra el SECRETARÍA DE DESARROLLO SOCIAL DE PEREIRA, LA DIRECCIÓN DE ATENCIÓN Y PREVENCIÓN DE DESASTRES Y LA UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DE RIESGO DE DESASTRES, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición.

ANTECEDENTES

Del poco claro escrito allegado por el accionante se pueden extraer como hechos relevantes para la tutela que él fue deportado de Venezuela el 4 de septiembre de 2015, esto es durante el conflicto bilateral entre ese país y Colombia, ello a pesar de que ya llevaba alrededor de 10 años viviendo allí. Una vez hubo retornado, inició los trámites para la obtención de ayudas humanitarias, para ello remitió varios derechos de petición a fin de que las mismas le fueran suministradas. Sin embargo, y a pesar de su difícil situación a la fecha ninguna de las entidades gubernamentales le ha dado una respuesta de fondo. 
De acuerdo a lo anterior, solicita que se le ordene a las entidades accionadas dar una respuesta de fondo a sus peticiones, al igual que proporcionarle las ayudas humanitarias o de emergencia implementadas por el Gobierno Nacional para suplir las necesidades de los afectados víctimas del régimen venezolano (sic). 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 16 de febrero de 2016, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley; al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 29 de febrero de 2016 decidió declarar la carencia de objeto de la acción de tutela instaurada por el señor Bedoya, por tratarse de un hecho superado, ya que las entidades accionadas con ocasión de la tutela le brindaron respuesta a sus peticiones.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN. 

Enterado de la decisión el señor Mauricio, presentó escrito de impugnación contra la misma, en este, reiteró los argumentos esbozados en su escrito inicial y agrego que no es cierto que a él las entidades accionadas le hayan brindado una respuesta de fondo frente a sus solicitudes, pues las mismas son meras evasivas a su petición de entrega de ayudas a las cuales tiene derecho como víctima de este conflicto binacional, y con el fin perseguido realmente con las peticiones. Aunado a ello, afirma que en su respuesta la Unidad Nacional de Riesgo aporta como prueba una certificación que no está a su nombre y que hace parte de otra familia, baste con ver el código de verificación que es diferente pues el suyo es 2016012312812, RUD11300. 
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La temática a desarrollar consiste en establecer si en el presente asunto, a pesar de la interpretación de la juez de primer grado hay una vulneración del derecho fundamental de petición del accionante por parte de las entidades accionadas, y por ende debe revocarse lo dicho por aquella, o por el contrario debe confirmarse su decisión por emitirse acorde a la ley.

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
Materia de decisión para esta Colegiatura, la constituye la pretensión del impugnante, en el sentido de que se le revise el fallo de primer grado en el que se negó la pretensión por carencia de objeto.
El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

De conformidad con lo dicho hasta el momento, y una vez revisado el expediente, encuentra este Juez Colegiado que efectivamente como lo dijo la A-quo en el presente asunto se hace evidente que al señor Bedoya las entidades accionadas le brindaron una respuesta a sus derechos de petición, explicándole todas ellas que en la actualidad no era posible brindarle lo pedido por él, toda vez que los procesos para entrega de ayuda a personas que debieron retornar de Venezuela por el problema binacional, ya fueron cerrados en especial lo que se refiera a los subsidios para arrendamiento
.

Así las cosas es evidente que en el presente asunto, a pesar de que las respuestas dadas al peticionario no sean de su agrado con ellas se ha extinguido el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, puesto que el eje central de esta prerrogativa constitucional es que al ciudadano se le brinde una respuesta a sus peticiones, independientemente de si las mismas son positivas o negativas a las pretensiones del peticionario. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
En ese orden, son suficientes los argumentos expuestos para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela se han demostrado inexistentes durante el trámite de ésta, ello por cuanto los accionados lograron demostrar que no conculcaron derecho alguno del señor Mauricio Bedoya, configurándose así un hecho superado, a pesar de que el actor no haya obtenido hasta el momento el suministro de las ayudas que reclama.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado cuarto Penal del Circuito de Pereira, el 29 de febrero de 2016, por medio del cual se negó la pretensión del señor MAURICIO BEDOYA por carencia actual de objeto, al configurarse un hecho superado.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver folios 36 y 64 a 67.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva





 Página 9 de 9

